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S. P. No. 8                  Martes 19 de febrero de 2002


S E S I Ó N    P Ú B L I C A   No. 8

ORDINARIA

MARTES 19 DE FEBRERO DE 2002

En la ciudad de México, Distrito Federal, siendo las trece horas con cinco minutos del martes diecinueve de febrero de dos mil dos, se reunieron en el Salón de Plenos de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, para celebrar sesión pública ordinaria, los señores Ministros: Presidente Genaro David Góngora Pimentel, Sergio Salvador Aguirre Anguiano, Juventino V. Castro y Castro, Juan Díaz Romero, José Vicente Aguinaco Alemán, José de Jesús Gudiño Pelayo, Guillermo I. Ortiz Mayagoitia, Humberto Román Palacios, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Juan N. Silva Meza. No asistió el señor Ministro Mariano Azuela Güitrón, por licencia concedida. 

Por unanimidad de diez votos se aprobó el proyecto del acta de la Sesión Pública número Siete, Ordinaria, celebrada el lunes dieciocho de febrero de dos mil dos.  

El Secretario General de Acuerdos dio cuenta con el siguiente asunto de la lista Ordinaria Cinco de Dos Mil Dos:  

II.- 493/2001

Incidente de inejecución número 493/2001, de la sentencia dictada en el expediente del juicio de amparo número 215/93, promovido por Francisco Arteaga Aldana. En el proyecto formulado por el señor Ministro Juan Díaz Romero se propuso: “PRIMERO.- Es fundado el incidente de inejecución de sentencia 493/2001 al que este toca se refiere. SEGUNDO.- En el caso de que aún lo ejerza, queda inmediatamente separado René Arce Islas de su cargo de Jefe Delegacional del Distrito Federal en Iztapalapa, por haber eludido el cumplimiento de la resolución incidental de daños y perjuicios de fecha siete de febrero del año dos mil uno, pronunciada por el Juez Décimo de Distrito en Materia Administrativa en el Distrito Federal en el juicio de garantías número 215/93. TERCERO.- Consígnese ante el Juez  de Distrito en Materia Penal en el Distrito Federal en turno, a René Arce Islas, en los términos previstos en la fracción XVI del artículo 107 de la Constitución General de la República, a fin de que sea juzgado y sancionado por la desobediencia cometida, la que será sancionada en los términos que el Código Penal aplicable en materia federal señala para el delito de abuso de autoridad, según lo previene el artículo 208 de la Ley de Amparo. CUARTO.- Requiérase personalmente al Jefe de Gobierno del Distrito Federal, licenciado Andrés Manuel López Obrador, para que proceda en los términos precisados en la última parte del considerando octavo de esta resolución, a fin de impulsar el procedimiento de cumplimiento a la resolución de pago de daños y perjuicios de que se trata. QUINTO.- Notifíquese la presente resolución a la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, para los efectos indicados en la parte final del considerando octavo de esta resolución. SEXTO.- Túrnense los autos a la Presidencia de este Tribunal Pleno, para que proceda en los términos precisados en la última parte del considerando octavo de esta resolución. SÉPTIMO.- Para los efectos mencionados en la última parte del considerando octavo de esta resolución, el presente incidente de inejecución de sentencia queda abierto.”

Por instrucciones del señor Ministro Presidente Góngora Pimentel, el Secretario General de Acuerdos informó que, en virtud de la nota informativa que el señor Ministro Ponente Díaz Romero recibió poco antes del inicio de la sesión pública celebrada ayer, el Tribunal Pleno acordó que el incidente quedara en lista; y que en el expediente obra el oficio número 675 dirigido al Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación por el Juez Décimo de Distrito en Materia Administrativa en el Distrito Federal, fechado ayer y recibido hoy, que es del tenor siguiente:

 “En el expediente cuaderno de antecedentes relativo al juicio de amparo 215/93, promovido por Francisco Arteaga Aldana, se dictó un acuerdo que a la letra dice: México, Distrito Federal, a diecinueve de febrero de dos mil dos. Agréguese a los autos el oficio de cuenta, signado por el Jefe Delegacional del Gobierno del Distrito Federal en Iztapalapa, por medio del cual informa el cumplimiento dado a la ejecutoria dictada en autos, anexando al efecto el Billete de Depósito S270001 de dieciocho de febrero de dos mil dos, que ampara la cantidad de treinta y un millones de pesos 00/100 M. N., emitido por la Institución Nacional Financiera, S.N.C.; por tanto, guárdese en el seguro del Juzgado el billete de depósito referido y dése vista al quejoso para que dentro del plazo de tres días, contados a partir del en que sea legalmente notificado del presente proveído, manifieste lo que a su derecho convenga, asimismo, para que comparezca personalmente ante este Órgano Jurisdiccional a recibir el billete citado, apercibido que de no hacerlo así, se resolverá con base en los elementos que obren en el expediente. Sirve de apoyo a lo anterior, la tesis visible en el Semanario Judicial de la Federación, Tomo XI, Página 243, que a la letra dice: “INCONFORMIDAD, EL JUEZ DE DISTRITO O EL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO, EN SU CASO, DEBEN PRONUNCIARSE SOBRE EL CUMPLIMIENTO DE LA EJECUTORIA CON BASE EN LAS CONSTANCIAS DE AUTOS, Y NO DECLARARLA CUMPLIDA, ÚNICAMENTE PORQUE EL QUEJOSO NO DESAHOGÓ LA VISTA CORRESPONDIENTE (INTERRUPCIÓN PARCIAL DE LA JURISPRUDENCIA 85/98, DE ESTA SEGUNDA SALA). La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia, en la jurisprudencia 85/98, sostuvo el criterio de que cuando el Juez de Distrito o Tribunal Colegiado dé vista al quejoso con su contenido del oficio de las responsables, en el que manifiestan haber cumplido con la sentencia respectiva, concediéndole un plazo de tres días para que exprese lo que a su derecho convenga, apercibiéndolo que, de no hacerlo, se tendrá por cumplida, y si el quejoso no desahoga dicha vista, procede hacer efectivo el apercibimiento. Sin embargo, una nueva reflexión sobre el tema, permite considerar que debe interrumpirse parcialmente el criterio anterior, toda vez que el apercibimiento no puede tener el alcance que se le dio, atendiendo a que la forma de desahogo de la vista o su omisión, no es determinante para tener, o no, por acatada la sentencia. Lo jurídicamente correcto es que tomando en cuenta que el apercibimiento de las sentencias de amparo es de orden público, para la ejecución y a fin de evitar la constante remisión de expedientes por inejecuciones e inconformidades que pudieran decidirse oportunamente desde el Juzgado de Distrito o el Tribunal Colegiado, el apercibimiento que se haga al quejoso debe ser en el sentido de que, de no desahogar la vista, el tribunal de amparo resolverá sobre el cumplimiento de la ejecutoria con base en los elementos que obren en el expediente y los datos aportados por la autoridad y, por lo mismo, de no hacerse el desahogo, deberá actuarse en consecuencia”. Finalmente, y en atención a la solicitud de la autoridad oficiante, remítase copia certificada del escrito y anexo de cuenta a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, para lo que tenga a bien proveer en el incidente de inejecución de sentencia 493/2001. Notifíquese personalmente. Así lo proveyó y firma, Humberto Suárez Camacho, Juez Décimo de Distrito en Materia Administrativa del Distrito Federal, quien actúa con el Secretario que autoriza.- DOY FE. Lo que comunico a usted para su conocimiento y efectos legales procedentes. México, Distrito Federal, 19 de Febrero de 2002. Secretario del Juzgado Décimo de Distrito en Materia Administrativa en el Distrito Federal. Máximo Antonio Coronel Concepción.”

El señor Ministro Ponente Díaz Romero manifestó que, dado que el mencionado Juez de Distrito deberá pronunciarse una vez transcurrido el plazo que fijó en su acuerdo, sugería, y así lo acordó el Tribunal Pleno, que el asunto continuara en lista hasta en tanto se reciba la comunicación respectiva del propio Juez. 

El Secretario General de Acuerdos dio cuenta con el siguiente asunto de la lista Ordinaria Seis de Dos Mil Dos: 

I.- 2/2002

Acción de inconstitucionalidad número 2/2002, promovida por el Partido Acción Nacional en contra del Congreso y del Gobernador del Estado de Coahuila, demandando la invalidez de los artículos 20, párrafo segundo, 21, párrafos cuarto y quinto, 25, fracción I, 26, fracciones VII y VIII, 103, fracción IV, del 107 al 113, 192, 222, 239 y 240 de la Ley de Instituciones Políticas y Procedimientos Electorales para la mencionada entidad federativa, publicada en el Periódico Oficial estatal el dieciséis de noviembre de dos mil uno, mediante el decreto número 176. En el proyecto formulado por el señor Ministro Sergio Salvador Aguirre Anguiano se propuso: “PRIMERO.- Es procedente y parcialmente fundada la presente acción de inconstitucionalidad promovida por el partido político Acción Nacional, en contra del Decreto número “176”, publicado en el Periódico Oficial del Estado de Coahuila, el dieciséis de noviembre de dos mil uno, por el que se crea la Ley de Instituciones Políticas y Procedimientos Electorales para dicha Entidad. SEGUNDO.- Se declara la invalidez del artículo 239, de la Ley de Instituciones Políticas y Procedimientos Electorales para el Estado de Coahuila, en términos del considerando décimo primero de esta resolución. TERCERO.- Se reconoce en su totalidad la validez de los artículos 20, párrafo segundo, 21, párrafos cuarto y quinto, 25, fracción I, 26, fracciones VII y VIII, 103, fracción IV, 107, 108, 109, 110, 111, 112, 113, 192, 222 y 240 todos de la Ley de Instituciones Políticas y Procedimientos Electorales para el Estado de Coahuila. CUARTO.- Publíquese esta resolución en el Diario Oficial de la Federación, en el Periódico Oficial del Estado de Coahuila y en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta.” 

Hicieron uso de la palabra los señores Ministros Silva Meza, para exponer las razones por las que votaría en contra del proyecto en cuanto hace a los artículos 20, párrafo segundo, 21, párrafos cuarto y quinto, y 26, fracciones VII y VIII, de la ley impugnada; y Ortiz Mayagoitia y Ponente Aguirre Anguiano, en los términos consignados en la versión taquigráfica. 

Puesto a votación, el proyecto se aprobó por unanimidad de diez votos, excepto por lo que se refiere a la declaración de validez de los artículos 20, párrafo segundo, 21, párrafos cuarto y quinto, y 26, fracciones VII y VIII, de la Ley de Instituciones Políticas y Procedimientos Electorales del Estado de Coahuila, contenida en resolutivo tercero, la que se aprobó por mayoría de ocho votos de los señores Ministros Aguirre Anguiano, Castro y Castro, Díaz Romero, Aguinaco Alemán, Gudiño Pelayo, Ortiz Mayagoitia, Sánchez Cordero, y Presidente Góngora Pimentel; los señores Ministros Silva Meza y Román Palacios votaron en contra y por la declaración de invalidez, y manifestaron que formularán voto de minoría.

El señor Ministro Presidente Góngora Pimentel declaró que el asunto se resolvió en los términos propuestos. 

El señor Ministro Presidente Góngora Pimentel levantó la sesión y citó a los señores Ministros para la próxima. 

Firman esta acta el señor Ministro Presidente Genaro David Góngora Pimentel y el licenciado José Javier Aguilar Domínguez, Secretario General de Acuerdos, que da fe. 







